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Análisis del Cumplimiento de la primera operación del Programa de Saneamiento Universal en Ciudades Costeras y Turísticas de la República Dominicana II (DR-L1165) con la Política de Servicios Públicos Domiciliarios (GN-2716-6)

	Condiciones de la Política
	Descripción
	Comentarios

	1. Sostenibilidad Financiera
	Para cada operación se deberá verificar que el servicio correspondiente generará o recibirá fondos suficientes para atender sus compromisos financieros y sufragar los costos de operación y mantenimiento de los sistemas relacionados con la operación.
	El diagnóstico del análisis financiero del INAPA y COAAROM verificó que, si se mantienen las condiciones actuales de las empresas, para la sostenibilidad de los servicios son necesarias transferencias del estado central. El recaudo no logra cubrir los gastos operacionales. En el caso del INAPA, el recaudo cubre sólo el 22% de los costos de operación y mantenimiento en el caso de COAAROM cubren el 55%. Algunas de las causas identificadas para el problema de las empresas son: (i) el alto nivel de pérdida de agua; (ii) bajo nivel de micromedición: casi inexistente en el INAPA y del 10% en COAAROM; (iii) baja facturación, con el INAPA facturando solo al 10% de sus usuarios y COAAROM al 50%; (iv) la necesidad de fortalecer las capacidades del personal; (v) la contabilidad no refleja adecuadamente la situación de los servicios; y (vi) las herramientas de gestión comercial tienen capacidades muy limitadas y deben ser mejoradas. Las proyecciones financieras para los próximos 15 años demuestran un balance financiero EBITDA positivo en 2029. Tienen como metas aumentar el número de clientes residenciales facturados al INAPA, pasando del 10% de los servidos al 37% en 2030 y aumentar el recaudo del 64% al 72% en 2030 para los clientes residenciales y del 88% para los no residenciales. Con relación a COAAROM, la meta es aumentar el número de clientes facturados del 50% de la base de los servidos al 85% e incrementar la recaudación de los clientes residenciales del 56% al 74%. Las proyecciones financieras no incluyen aumentos tarifarios de agua. Las metas se basaron en la implementación de acciones de fortalecimiento institucional, además de un aumento en la micromedición en las tres ciudades al 20%.

	2. Evaluación Económica
	Los proyectos de servicios públicos domiciliarios deberán ser económicamente rentables [de acuerdo a las metodologías de evaluación costo beneficio y costo efectividad utilizadas y aceptadas por el Banco.]
	Como parte del análisis de viabilidad del programa, se realizó un análisis socioeconómico de las obras de saneamiento. Para determinar su rentabilidad, se realizó un análisis costo-beneficio de las obras de de la Romana, San Pedro de Macorís e Higüey. Los beneficios se cuantificaron a través de la Disposición a Pagar (DAP) de la población por contar con los servicios de alcantarillado y tratamiento de aguas residuales. Los costos utilizados fueron los de inversión y los incrementales de operación y mantenimiento a precios sociales. Utilizando una tasa de descuento del 12%, el proyecto es viable con una TIRE mínimo de 14,5% tal y como se presenta en el Anexo Socioeconómico. Se hizo un análisis de sensibilidad para determinar los cambios en la rentabilidad del proyecto ante cambios en los principales supuestos de la evaluación económica.   

	Objetivos de la Política

	Descripción 
	Comentarios

	1. Fomentar el Acceso
	Las políticas deben promover el acceso a todos los usuarios, especialmente a las comunidades y grupos  más desfavorecidos. 
	El proyecto DR-L1165 busca incrementar la cobertura de saneamiento gestionado de manera segura en las ciudades intervenidas, alcanzando 135,000 hogares 

	2. Suministrar el acceso al servicio en condiciones de confiabilidad y calidad adecuadas
	Es importante asegurar que las variaciones de costo guarden un equilibrio apropiado con los cambios en la calidad del servicio. Este equilibrio sólo puede obtenerse mediante una estricta reglamentación de la calidad del servicio. El marco reglamentario debe contener procedimientos mediante los cuales se definan claramente las normas de calidad y se  controlen y hagan cumplir por medio de un sistema de sanciones e incentivos.
	La viabilidad de los proyectos que se incluyen en la operación ha sido analizada en sus aspectos institucionales, financieros, económicos, sociales ambientales y técnicos, por lo que se ha verificado que serán operados bajo un marco reglamentario que asegura procedimientos de control y monitoreo para el cumplimiento de las normas de calidad del servicio, basado en un sistema de sanciones e incentivos.

	3. Suministrar un servicio en condiciones de eficiencia
	Debe asegurarse que, desde el punto de vista de la oferta, los servicios se proveen con los menores costos posibles.
	Durante el diseño de todos los proyectos, se ha verificado que se ha realizado un análisis de alternativas que ha permitido identificar la de mínimo costo, lo que asegura la provisión de los servicios mediante la nueva infraestructura bajo esta condición. Los proyectos han sido desarrollados de acuerdo con las normas y principios de la ingeniería generalmente aceptados y aprovechando las experiencias adquiridas durante la ejecución de proyectos similares en otros programas. Los estudios realizados han permitido estimar los costos de inversión de cada proyecto y establecer los cronogramas de ejecución de las obras. 

	4. Generar incentivos adecuados a la demanda de servicios.
	Debe velarse porque existan los incentivos adecuados para que los usuarios hagan un uso de estos servicios compatible con su sostenibilidad económica, financiera y ambiental
	En el componente de infraestructura se ha previsto medidas de apoyo para el operador, que resultan compatibles con este principio. 

	5. Promover la sostenibilidad de los servicios públicos domiciliarios
	El alcance de la sostenibilidad de los servicios públicos domiciliarios se promoverá en función de tres pilares:

a. Sostenibilidad financiera: procurando contar con suficientes ingresos por la prestación del servicio al usuario, con los aportes de la comunidad y con los aportes directos del gobierno que permitan cubrir los costos eficientes de prestación del servicio.

b. Sostenibilidad ambiental: apoyando que la selección, ejecución, operación y mantenimiento de los proyectos para prestar el servicio cumplan con las salvaguardias ambientales del Banco y contribuyan al desarrollo de una infraestructura con mayor resiliencia, considerando alternativas viables para mitigar el cambio climático.

c. Sostenibilidad social: contribuyendo a incrementar el acceso al servicio y previendo mecanismos de consulta con la comunidad sobre los aspectos relevantes de la provisión del servicio.
	Sostenibilidad Financiera: El diagnóstico del análisis financiero del INAPA y COAAROM verificó que, si se mantienen las condiciones actuales de las empresas, para la sostenibilidad de los servicios son necesarias transferencias del estado central. El recaudo no logra cubrir los gastos operacionales. En el caso del INAPA, el recaudo cubre sólo el 22% de los costos de operación y mantenimiento en el caso de COAAROM cubren el 55%. Algunas de las causas identificadas para el problema de las empresas son: (i) el alto nivel de pérdida de agua; (ii) bajo nivel de micromedición: casi inexistente en el INAPA y del 10% en COAAROM; (iii) baja facturación, con el INAPA facturando solo al 10% de sus usuarios y COAAROM al 50%; (iv) la necesidad de fortalecer las capacidades del personal; (v) la contabilidad no refleja adecuadamente la situación de los servicios; y (vi) las herramientas de gestión comercial tienen capacidades muy limitadas y deben ser mejoradas. Las proyecciones financieras para los próximos 15 años demuestran un balance financiero EBITDA positivo en 2029. Tienen como metas aumentar el número de clientes residenciales facturados al INAPA, pasando del 10% de los servidos al 37% en 2030 y aumentar el recaudo del 64% al 72% en 2030 para los clientes residenciales y del 88% para los no residenciales. Con relación a COAAROM, la meta es aumentar el número de clientes facturados del 50% de la base de los servidos al 85% e incrementar la recaudación de los clientes residenciales del 56% al 74%. Las proyecciones financieras no incluyen aumentos tarifarios de agua. Las metas se basaron en la implementación de acciones de fortalecimiento institucional, además de un aumento en la micromedición en las tres ciudades al 20%.
Sostenibilidad Socioambiental: 




	Principios de la Política que orientan el diseño de las operaciones del Banco
	Descripción
	Comentarios

	1. Apoyar a los países para atender las necesidades básicas 
	Se apoyará el desarrollo de esquemas sostenibles que utilicen la combinación costo-eficiencia y las soluciones tecnológicas más apropiadas en función de las características de la demanda y el servicio público para atender las necesidades de acceso de la población, tanto rural como urbana
	El objetivo general del proyecto es contribuir al desarrollo turístico, la biodiversidad y a las condiciones de vida de la población a través de incrementar el acceso a servicios de saneamiento inclusivos, resilientes, sostenibles y de bajo carbono. Los objetivos específicos son: (i) incrementar la cobertura de saneamiento gestionados de manera segura en las ciudades intervenidas por el programa; y (ii) mejorar la eficiencia en la gestión del INAPA y COAAROM.  

	2. Las mejoras continuas en la gobernanza de los servicios públicos domiciliarios serán clave para incrementar la eficiencia en su provisión y proteger satisfactoriamente los intereses de los usuarios
	La Política sostiene que la gobernanza para la toma de decisiones en la gestión de los servicios públicos domiciliarios, así como el marco normativo y/o regulatorio que los reglamenta y supervisa, son los principales factores determinantes de su desempeño, calidad y sostenibilidad
	 Ver comentarios sobre puntos de abajo.

	A. Promover la integridad, la transparencia y la rendición de cuentas
	Se apoyará el desarrollo de esquemas sostenibles que utilicen la combinación costo-eficiencia y las soluciones tecnológicas más apropiadas en función de las características de la demanda y el servicio público para atender las necesidades de acceso de la población, tanto rural como urbana.
	Se exige el uso de procedimientos de licitación pública para obras y equipamientos. El fortalecimiento institucional del programa estará orientado a los procedimientos de adquisiciones y control financiero del Banco, promoviéndose buenas prácticas en la rendición de cuentas. 


	B. Analizar las características e impactos de los subsidios
	La operación y financiamiento de los servicios debería lograr la recuperación de costos de prestación en condiciones de eficiencia mediante tarifas a los usuarios. Sin embargo, se reconoce que, ocasionalmente, la sostenibilidad financiera puede alcanzarse complementando los ingresos provenientes de las, con aportes de la comunidad y aportes directos del gobierno. En situaciones en las que se otorguen subsidios, se promoverá que tanto su asignación como utilización se realicen de modo transparente y sujeto a mecanismos frecuentes y eficaces de rendición de cuentas. En los casos en que se otorguen subsidios tarifarios, se impulsará su focalización en los grupos más vulnerables y de menores ingresos. Adicionalmente, y en la medida de lo posible, se apoyará a los países para sustituir los subsidios tarifarios a los servicios públicos por mecanismos de transferencias de ingresos más directos y focalizados en los segmentos de la población con menores ingresos.
	Las tarifas son fijadas por cada operador, con la aprobación de su directorio, con la excepción de INAPA y la CAASD cuya aprobación final corresponde al presidente de la República. Sin embargo, la mayoría no han logrado actualizarlas, financiando la mayor parte de las inversiones con recursos del presupuesto nacional. 
Para la facturación y cobro de los servicios de agua potable y saneamiento en COAAROM los usuarios se definen en seis categorías: Residencial, comercial, especial, industrial, hoteles y agua de pozo. Cada una de estas categorías, según la cantidad de llaves instaladas, se dividen en subcategorías. 
En el caso de la categoría residencial, encontramos que se divide en 5 subcategorías, la primera corresponde a los usuarios que cuenten con 1 a 2 llaves, y se les cobra un tarifa mínima de RD$200, valor que fue actualizado en el mes de mayo del año 2023 y se empezó a aplicar en junio del mismo año. Las demás subcategorías van desde 3 hasta 14 llaves instaladas y se les asigna hasta 23 m3, siendo la tarifa máxima de esta categoría RD$500.
	Por otra parte, la categoría comercial se divide en tres subcategorías, que tienen asignado un consumo de 18 a 28 m3 y la tarifa va de RD$630 a RD$1.612; así mismo los usuarios de la subcategoría C1 son los que cuentan con una cantidad máxima de tres llaves, los de C2 tienen de 4 a 7 llaves y el nivel C3 puede tener más de 8 llaves instaladas.
	Los usuarios de categoría especial se dividen en dos subcategorías, sin embargo, en ambos casos se le asignan 10 m3 y la tarifa es de RD$100, en este caso no se discrimina por número de llaves instaladas.
	Los usuarios de categoría industrial se dividen en tres, y todos tienen 8 llaves instaladas, no obstante, tanto los m3 asignados como las tarifas son diferentes para cada una, en el caso de I1 tiene 40 m3 asignados y la tarifa es de RD$2.640, I2 tiene 55 m3 asignados y una tarifa de RD$3.900, y a la categoría IE3 se le asignaron 65 m3 y una tarifa de RD$7.500, siendo la más alta de la tabla tarifaria, adicionalmente, los tres tipos de usuario tienen derecho a instalar hasta 20 llaves adicionales.
	Por su parte, la categoría Hoteles, se divide en dos, y al igual que en el caso anterior, tienen un máximo de llaves de 8 y tanto los m3 como las tarifas son distintas, en el caso de H1 se le asignaron 55 m3 y una tarifa de RD$3.750 y H2 tiene asignados 65 m3 y una tarifa de RD$4.500.
	La última categoría corresponde a agua de pozo, esta se divide en 5 tipos de usuarios con 8 llaves asignadas cada uno, y van desde un consumo de 10 a 40 m3, y la tarifa está desde los RD$175 a los RD$7500.
Con respecto a INAPA, el cuadro tarifario está compuesto por 6 clases de usuarios:
•	Residenciales, los cuales a su vez están subdivididos en 5 categorías según la clase social y cuyo consumo asignado (para no medidos) está entre los 20 m3/usuario/mes a los 150 m3/usuario/mes.
•	Comerciales, los cuales a su vez están subdivididos en 5 categorías según tamaño y cuyo consumo asignado (para no medidos) está entre los 45 m3/usuario/mes a los 633 m3/usuario/mes.
•	Hoteles, los cuales a su vez están subdivididos en 6 categorías según número de habitaciones y cuyo consumo asignado (para no medidos) está entre los 1.250 m3/usuario/mes a los 60.000 m3/usuario/mes.
•	Público, los cuales a su vez están subdivididos en 4 categorías según tamaño y cuyo consumo asignado (para no medidos) está entre los 45 m3/usuario/mes a los 150 m3/usuario/mes.
•	Hospitales, los cuales a su vez están subdivididos en 3 categorías según tamaño y cuyo consumo asignado (para no medidos) está entre los 563 m3/usuario/mes a los 2.250 m3/usuario/mes.
•	Industriales, los cuales a su vez están subdivididos en 5 categorías según tamaño y 1 categoría de Industrial es especial, y cuyo consumo asignado (para no medidos) está entre los 125 m3/usuario/mes a los 90.000 m3/usuario/mes.
En cuanto a la tarifa implícita para el cobro de las facturas, los residenciales tienen un cobro de RD$10/m3 y los no residenciales de RD$12/m3 a excepción de los hospitales que tienen un cobro de RD$8/m3 (los hospitales solo representan el 0,04% de los usuarios totales).
En cuanto al cobro por el alcantarillado, este corresponde a un 30% de la factura del servicio de agua.
Cabe mencionar que el INAPA tiene un cuadro tarifario adicional para sus usuarios de pozo, aunque ellos corresponden actualmente a solo el 1,17% de sus usuarios facturados, este cuadro es igual en estructura, solo que varía en cuanto a los consumos asignados para los no medidos y a la tarifa por m3 aplicada.

	C. Separación de Funciones para mejorar la gobernanza sectorial
	Deben separarse las funciones de formulador de políticas, regulador y empresario y asignarse a instituciones distintas y apropiadas. De esta manera, las autoridades conservarán la responsabilidad de formular la política, un ente público separado dictará el régimen reglamentario y se asignará al proveedor del servicio una función exclusivamente empresarial, sea ésta de propiedad estatal o privada. Esta Política reconoce, sin embargo, que la organización institucional no puede responder a un modelo único, debiendo adaptarse a las particularidades de cada sector y país. En varios países de la región, la responsabilidad de la formulación de políticas, la regulación y la provisión de los servicios públicos domiciliarios reside en el ámbito local (provincial o municipal). En estos casos, en los cuales no necesariamente es óptimo separar los roles de formulación de políticas y de regulación, el Banco promoverá una regulación homogénea, con parámetros mínimos adecuados de calidad, principios para la fijación de tarifas, y mecanismos de supervisión y control. Además, contribuirá a desarrollar mecanismos institucionales que fortalezcan la debida gestión en el marco de la legislación local. 
	El Ministerio de Economía, Planificación y Desarrollo (MEPyD) define el plan de desarrollo nacional en el marco del cual se determinan los planes de desarrollo sectoriales y las asignaciones presupuestales del sector. El Ministerio de Salud Pública evalúa y controla la calidad de agua potable, y el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales establece los límites de vertimiento sanitario y regula la concesión para uso y preservación del agua. Las corporaciones de AyS (CORAA) y el Instituto Nacional de Agua Potable y Saneamiento (INAPA) están a cargo de la provisión de APyS. Este marco normativo se ha caracterizado por debilidades relacionadas con la ausencia de una clara separación de funciones de regulación y rectoría. 

Las CORAA tienen autonomía para fijar las tarifas por los servicios prestados. Sin embargo, la mayoría no han logrado actualizarlas, financiando la mayor parte de las inversiones con recursos del presupuesto nacional. Debido a la limitada cobertura de sus costos operativos (OPEX) con recursos tarifarios, los prestadores también reciben subsidios del presupuesto nacional para cubrir parte de sus OPEX, presentando así limitaciones en su autonomía financiera. Esto viene motivado, entre otros, por tarifas no actualizadas, estructuras tarifarias obsoletas, bajos niveles de micromedición8, altos costos de energía y de personal, y altos niveles de Agua No Facturada

	D. Establecer la estructura sectorial más apropiada en el contexto de las características del servicio y los objetivos de la política
	Considerando la heterogeneidad en los mercados y servicios de la región, esta Política no promueve una organización industrial sectorial única para la prestación de los servicios públicos domiciliarios, y destaca que independientemente del modelo de gestión utilizado, se debe contar con prácticas de buena gobernanza y con un marco regulador claro, predecible y estable que incentive la eficiencia y la inversión.
	Ver comentario anterior

	E. El rol de la regulación económica para incentivar la eficiencia, la inversión y proteger los derechos de los usuarios
	La adopción de un régimen regulatorio eficaz y adaptado a las condiciones particulares de cada sector en cada país es un factor clave para el logro de los objetivos de la Política. Un régimen regulatorio debe contribuir a reducir el costo del capital de los proveedores del servicio, incentivar la inversión, fijar estándares de calidad de los servicios y permitir que los proveedores del servicio obtengan ingresos suficientes para alcanzar la sostenibilidad financiera. La promoción de los derechos de los usuarios debe ser un objetivo primordial del proceso de regulación de los servicios. Así, la regulación debe lograr que las ganancias de eficiencia, alcanzadas en el tiempo por los proveedores de los servicios, se trasladen a los usuarios vía reducciones tarifarias o mediante mejoras en la calidad del servicio. Independientemente de la estructura sectorial y el modelo institucional para la regulación elegida por cada país, se debe brindar asistencia en el desarrollo de sistemas de información que permitan a los formuladores de políticas y a los usuarios conocer la estructura y nivel de costos y tarifas en las todas las etapas de producción de los servicios.
	El Componente 2 busca mejorar la eficiencia de las empresas del sector de agua y saneamiento a través de programas de certificación en aspectos técnicos y operativos, igualdad de género, inclusión de la diversidad y prevención de la corrupción. De cara a la mejora de la gestión comercial, se desarrollarán herramientas digitales basadas en código abierto, se actualizará el catastro, se brindará asistencia técnica y se instalarán medidores inteligentes para grandes consumidores. Además, se implementarán campañas de cambio de comportamiento dirigidas a los clientes, enfocadas en la regularización, el pago de tarifas y la conectividad al alcantarillado. También se ejecutarán contratos para la sectorización y la instalación de reguladores de presión, así como la instalación de micromedidores. Adicionalmente las oficinas del INAPA y COAAROM serán rehabilitadas con un enfoque de igualdad e inclusión. Un plan de restauración de corales, incluyendo el monitoreo, se integrará en el Plan de Gestión Ambiental y Social (PGAS) aprovechando la experiencia local y, adicionalmente, incluirá un análisis de la colaboración entre el sector público (principalmente empresas de agua) y el sector privado (hoteles, constructoras). La experiencia local  a través de la institución FUNDEMAR , que ha implementado técnicas avanzadas de reproducción asistida y monitoreo ambiental, ha sido exitosa y proporciona una base sólida para conceptualizar, escalar y sistematizar las actividades de restauración. El programa de monitoreo permitirá evaluar la efectividad de las actividades de restauración y garantizar la sostenibilidad del ecosistema coralino a largo plazo.  

	F. Generar condiciones adecuadas para que la participación privada sea una opción viable para la provisión de servicios públicos domiciliarios
	Esta Política reconoce que la competencia tiene el potencial de aumentar la eficiencia productiva y la calidad del servicio. En los mercados cuya tecnología de producción no exhibe las características propias de los monopolios naturales, es posible generar competencia en el mercado, permitiendo que varias empresas ofrezcan servicios simultáneamente. Cuando los mercados son monopolios naturales la competencia por el mercado puede producir los mismos resultados que la competencia en el mercado, siempre que el proceso de selección y regulación de la empresa proveedora del servicio sea abierto y efectivo. La Política reconoce, a su vez, que la participación privada (cualquiera sea su modalidad: contratos de gestión, concesiones o empresas de propiedad mixta, entre otras) es un instrumento clave para cerrar las brechas en la cantidad y calidad de los servicios domiciliarios en la región. 
	La República  Dominicana  acaba  adoptó, el  20  de  febrero  de  2020,  una  legislación específica   sobre   las   APP   que   permite establecer un marco jurídico, para atender la  demanda  de  infraestructuras  y  servicios sociales.
La   Ley   APP   que  se   acaba   de   aprobar contempla  que  se  conforme  el Consejo Nacional  de  Alianzas  Público-Privadascomo  un  órgano  de  naturaleza  colegiada, responsable de la evaluación y determinación   de   la   pertinencia   de   las APP. Dicho Consejo contaría con el apoyo de   un   equipo   técnico   compuesto   por representantes    del    Ministerio    de    la Presidencia,     Ministerio     de     Hacienda, Ministerio   de   Economía,   Planificación   y Desarrollo,  Consultoría  Jurídica  del  Poder Ejecutivo, Dirección General de Contrataciones   Públicas   y   la   Dirección General  de  las  Alianzas  Público-Privadas.
De acuerdo con el artículo 18 de la Ley, los ministeriosque  conformarían  el  Consejo Nacional    de    Alianzas    Público-Privadas crearían   un   área   de   soporte   técnico encargada   de   realizar   los   estudios   y análisis previstos la ley. Además, se crearía la Dirección     General     de     Alianzas Público-Privadascomo    una    entidad autónoma  y  descentralizada  del  Estado, adscrita  al  Ministerio  de  la  Presidencia, cuyo objetivo sería promover la realización de  APP  y  de  fungir  como  filtro  en  las distintas  fases  de  un  proyecto  bajo  algún esquema APP.

	G. Fortalecer la gestión de la infraestructura utilizada para la prestación de los servicios públicos domiciliarios.
	Los ámbitos de acción más relevantes para optimizar la gestión de la infraestructura son: i) incentivar la eficiencia en la gestión de las empresas; ii) desarrollar e implementar políticas adecuadas y estables de mantenimiento de activos; y iii) optimizar el uso de la infraestructura a través de incentivos a la demanda. 
	busca mejorar la eficiencia de las empresas del sector de agua y saneamiento a través de programas de certificación en aspectos técnicos y operativos, igualdad de género, inclusión de la diversidad y prevención de la corrupción. De cara a la mejora de la gestión comercial, se desarrollarán herramientas digitales basadas en código abierto, se actualizará el catastro, se brindará asistencia técnica y se instalarán medidores inteligentes para grandes consumidores. Además, se implementarán campañas de cambio de comportamiento dirigidas a los clientes, enfocadas en la regularización, el pago de tarifas y la conectividad al alcantarillado. También se ejecutarán contratos para la sectorización y la instalación de reguladores de presión, así como la instalación de micromedidores. Adicionalmente las oficinas del INAPA y COAAROM serán rehabilitadas con un enfoque de igualdad e inclusión. Un plan de restauración de corales, incluyendo el monitoreo, se integrará en el Plan de Gestión Ambiental y Social (PGAS) aprovechando la experiencia local y, adicionalmente, incluirá un análisis de la colaboración entre el sector público (principalmente empresas de agua) y el sector privado (hoteles, constructoras). La experiencia local  a través de la institución FUNDEMAR , que ha implementado técnicas avanzadas de reproducción asistida y monitoreo ambiental, ha sido exitosa y proporciona una base sólida para conceptualizar, escalar y sistematizar las actividades de restauración. El programa de monitoreo permitirá evaluar la efectividad de las actividades de restauración y garantizar la sostenibilidad del ecosistema coralino a largo plazo.

	3. Promover la innovación para fomentar la eficiencia, el acceso y la sostenibilidad ambiental
	Esta Política resalta el rol de la tecnología para incrementar el acceso con soluciones costo-efectivas, reducir los costos de mantenimiento y administrar el consumo, evitando inversiones innecesarias en mayor capacidad. La Política reconoce que se deberá contribuir a diseminar información sobre la adopción, financiamiento y esquemas de gestión de las soluciones tecnológicas más apropiadas para cada combinación particular de servicio público y características de la demanda.
	Se desarrollarán módulos adicionales de SaniHUB para incluir la supervisión de obras, así como módulos adicionales del software de gestión comercial que cubran aspectos adicionales. Estos módulos no sólo permitirán una mayor eficiencia y control en la ejecución y monitoreo de los proyectos, sino que también mejorarán la transparencia en el proceso de supervisión, tomando en cuenta las especificidades del proceso de certificación de obras del INAPA. Además, se asegurará que la herramienta de catastro esté conectada con el software de gestión comercial, y se desarrollará todo en código abierto, buscando la colaboración entre universidades y las empresas de agua para fomentar la innovación y mejorar la sostenibilidad de los proyectos.







